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III

El Procurador de los Tribunales don Jesús Perez López, en nombre
y representación de don Mateo Gordillo Rodríguez y esposa, interpuso
recurso gubernativo contra la anterior nota, y alegó: Que en la tramitación
del expediente de dominio se tuvo en cuenta cuanto determina el artí-
culo 201 de la Ley Hipotecaria. Que en cuanto a la existencia de inscripción
contradictoria dado cuanto determina el artículo 202 de la misma Ley
no existe tal al no haberse modificado el dominio de la finca ni el tracto
sucesivo, que se mantienen desde el expediente 99/94.

IV

El Registrador, en su informe de defensa de la nota, argumentó lo
siguiente: Que, de conformidad con el artículo 243 de la Ley Hipotecaria,
si lo que se pretende es inscribir el 75 por 100 que falta de una finca
cuyo 25 por 100 ya consta inscrito, y que, a su vez, procede de otra mayor
también inscrita, lo procedente es el expediente de dominio para reanudar
el tracto sucesivo interrumpido, y no el expediente de dominio para inma-
tricular. Que el auto aprobatorio del expediente de dominio, cuando se
trate de reanudación del tracto sucesivo interrumpido, dispondrá la can-
celación de las inscripciones contradictorias a que se refiere el artícu-
lo 202 de la Ley Hipotecaria y necesariamente expresará que se han obser-
vado los requisitos exigidos, según los casos, por el citado artículo y la
forma en que se hicieron las citaciones de la regla 3.a del artículo 201
de la misma Ley.

V

El titular del Juzgado que dictó el auto emitió el preceptivo informe.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias confirmó
la nota del Registrador fundándose en los argumentos contenidos en su
informe, matizando que ni el recurrente, ni el Registrador ni el Magistrado
Juez, en su escrito e informes, aluden al defecto 2 de la nota de calificación,
con lo que puede entenderse que se recurre y que en cuanto a este defecto
señaló que resultaba improcedente la petición de la licencia de segregación.

VII

El Procurador recurrente apeló el auto presidencial manteniéndose
en sus alegaciones y añadió que fueron citados todas aquellas personas
que aparecen como titulares registrales, que no existía inscripción con-
tradictoria, y que nada impide la inscripción que determina de quien es
la propiedad de la finca objeto de los expedientes meritados.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 201 y 202 de la Ley Hipotecaria.

1. La única cuestión que plantea el presente recurso es la de si, tra-
mitado un expediente de dominio para la inmatriculación de una porción
indivisa de una finca, el auto que declara justificado el dominio a favor
del promotor del expediente, puede servir para reanudar el tracto sucesivo
interrumpido, al estar la finca inscrita.

2. La contestación ha de ser forzosamente negativa. El expediente
de dominio para reanudar el tracto sucesivo interrumpido tiene reglas
específicas que no resultan cumplidas con las correspondientes al expe-
diente inmatriculador; es más, el trámite más importante del expediente
para la reanudación del tracto viene constituido por el llamamiento al
procedimiento del titular registral anterior, que, en el presente caso no
consta ni siquiera haya sido citado en el expediente, por lo que el auto
declarando justificado el dominio no puede tener acceso al Registro.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
confirmando el auto presidencial y la calificación del Registrador.

Madrid, 5 de julio de 2001.—La Directora general de los Registros y
del Notariado, Ana López-Monís Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

16310 RESOLUCIÓN de 5 de julio de 2001, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por don Fernando Hernández Díez de Tejada,
en nombre y representación de «Unidad Distribuidora Uno,
Sociedad Anónima», frente a la negativa del Registrador
Mercantil de Badajoz don Juan Enrique Pérez Martín a
inscribir el acuerdo social de reducción y simultánea
ampliación del capital social de dicha entidad.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Fernando Hernández
Díez de Tejada, en nombre y representación de «Unidad Distribuidora Uno,
Sociedad Anónima», frente a la negativa del Registrador Mercantil de Bada-
joz don Juan Enrique Pérez Martín a inscribir el acuerdo social de reducción
y simultánea ampliación del capital social de dicha entidad.

Hechos

I

La Junta General ordinaria de accionistas de «Unidad Distribuidora
Uno, Sociedad Anónima», reunida en primera convocatoria el 29 de junio
de 1998 en el domicilio social radicante en Mérida (Badajoz), con asistencia
de un único accionista titular del 60,71 por 100 del capital social, adoptó
el acuerdo de reducir dicho capital a cero pesetas como consecuencia
de pérdidas, amortizando la totalidad de las acciones, y simultáneamente,
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 169 de la Ley de Sociedades
Anónimas, proceder a su aumento en 10.000.000 de pesetas, fijando como
plazo para la suscripción y desembolso de las nuevas acciones el de siete
meses a contar desde la fecha de adopción del acuerdo.

Por escritura otorgada en Madrid el 17 de diciembre de 1998 ante
el Notario don Félix Pastor Ridruejo se procedió a elevar a públicos y
ejecutar dichos acuerdos, haciendo constar que las acciones correspon-
dientes a la ampliación de capital habían sido suscritas por un accionista,
el asistente a la Junta, con desembolso de su importe y dando nueva
redacción al artículo 6.o de los Estatutos sociales, en el que se fijaba el
capital social en 10.000.000 de pesetas, dividido en 1.000 acciones al por-
tador de 10.000 pesetas cada una de ellas de valor nominal, representadas
por títulos y numeradas correlativamente del 1 al 1.000, ambos inclusive.
A dicha escritura se incorporaron el balance cerrado a 31 de diciembre
de 1997 aprobado en la propia Junta y verificado por Auditor de cuentas,
el informe sobre la reducción de capital, el justificante bancario del ingreso
del desembolso del capital y los anuncios de reducción publicados en los
diarios de Madrid «Cinco Días» y «La Gaceta de los Negocios», así como
el de convocatoria de la Junta publicado en el segundo de dichos diarios.

II

Presentada copia de dicha escritura en el Registro Mercantil de Badajoz
fue calificada con la siguiente nota: «Conforme al artículo 62.3 del Regla-
mento del Registro Mercantil, se suspende la inscripción del precedente
documento por los siguientes defectos de carácter insubsanable: 1. Las
publicaciones realizadas en los periódicos, tanto de la convocatoria como
de los acuerdos no cumplen los requisitos exigidos por los artículos 97
y 165, respectivamente, de la Ley de Sociedades Anónimas, ya que en
ninguno de los casos son de los de mayor circulación —o gran circulación—
en esta provincia del domicilio social. 2. En la ampliación de capital no
se expresa el cumplimiento de lo establecido por el artículo 169.1, en
relación con el artículo 158 de la Ley de Sociedades Anónimas, en cuanto
al derecho de suscripción preferente por los accionistas que no han asistido
a la Junta general. 3. No es válida la emisión de acciones «al portador»
sin la simultánea modificación de los preceptos estatutarios válidos para
acciones nominativas. Contra esta calificación cabe el recurso establecido
por los artículos 66 y siguientes del Reglamento de Registro Mercantil.—Ba-
dajoz, 31 de marzo de 1999.—El Registrador Mercantil». Firma ilegible.

III

Don Fernando Hernández Díez de Tejada, en nombre y representación
de la sociedad, como administrador único de la misma, interpuso recurso
de reforma, y alegó: A) Que se considera que el único defecto insubsanable
será el apuntado con el número 1 en la nota de calificación, ya que los
otros dos son defectos perfectamente subsanables. B) Que en relación
con los periódicos utilizados al objeto tanto de convocar la junta general
de accionistas como para comunicar el acuerdo tomado, se considera que
ambos son perfectamente válidos para los fines perseguidos, pues son
diarios de carácter económico y empresarial, siendo los más idóneos para
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publicar anuncios relativos a operaciones mercantiles, como lo es en este
caso. Que los referidos diarios son el segundo y tercero de mayor tirada
en todo el ámbito nacional. Que el hecho de haber sido publicados ambos
anuncios en diarios de carácter económico se ha hecho buscando en todo
momento que lleguen al mayor número posible de socios y de personas
que pudieran tener algún interés en la operación mercantil que se anunció.
Que, por otro lado, se entiende que se produce una cierta situación de
indefensión al no existir regulación legal al respecto que sirva para deter-
minar que se entiende por diario de «gran circulación» o de «mayor cir-
culación», no encontrando tampoco jurisprudencia ni doctrina alguna al
respecto. Que a tales efectos se cita la Resolución de 9 de octubre de
1992. C) Que el segundo defecto de la nota de calificación, como se ha
dicho, no es un defecto de carácter insubsanable. No se dice cuál es el
precepto infringido, ya que en los artículos 169.1 en relación con el 158,
nada se dice en cuanto a la obligación de expresar de una manera explícita
dicho cumplimiento, sino que nos dice que ha de respetarse el derecho
de suscripción preferente, aspecto este plenamente observado y no opuesto
en la nota de calificación. Que igualmente nada se dispone al respecto
en el Reglamento del Registro Mercantil, citándose al efecto los artículos
171 y 172 de dicho texto legal. Que, en cualquier caso en la propia escritura
se expresa el ejercicio del derecho de adquisición preferente de uno de
los socios y el plazo para efectuarlo, superior al mes establecido legalmente,
con lo cual no cabe dudar sobre la posición de los socios que no asistieron
a la Junta, motivo por el cual se entiende que la expresión referida en
la nota de calificación no se erige como un defecto y mucho menos insub-
sanable. Que en conclusión, ni se razona el supuesto defecto ni se señala
la disposición en que se funda o la doctrina jurisprudencial en que se
ampara. D) Que en cuanto al tercer defecto apuntado, sería defecto sub-
sanable. Que ciertamente los estatutos sociales prevén la emisión y exis-
tencia de acciones de carácter nominativo y mediante la operación de
aumento de capital se emiten acciones al portador sin la preceptiva modi-
ficación estatutaria. Que el aludido error es en cualquier caso subsanable
mediante las oportunas rectificaciones o aclaraciones.

IV

El Registrador Mercantil de Badajoz decidió mantener en toda su nota
de calificación a la vista de los argumentos del recurrente, en base a los
siguientes fundamentos jurídicos: 1. Que respecto al primer punto de la
nota de calificación, no hay criterio legal o jurisprudencial que determine
cual es el límite, ni cuantitativo ni cualitativo de un periódico para ser
de «los de mayor circulación en la provincia», dejando al arbitrio del cali-
ficador determinarlos. Que existen diarios que por tener una amplia tirada
no plantean problema, y existe otro numeroso grupo que por limitarse
a aspectos sumamente especializados son inaptos para calificarlos de «gran
circulación». Que por último existen diarios que no están incluidos en
ninguno de los dos grupos anteriores, y para este grupo de diarios se
ha adoptado el criterio de conocimiento de los destinatarios, y en el caso
presente que los demás socios no toman postura alguna al respecto ni
por acción ni por omisión, siendo ignorados y silenciados, documental-
mente al menos, su o sus hipotéticas posturas frente a una reducción
de capital social a «0» y posterior ampliación y suscripción total por el
socio presente, lo que de facto los coloca fuera de la compañía, se infiere
que la publicación no fue del todo la idónea que debería haber sido, puesto
que de hecho no llegó a conocimiento de ningún afectado. Que las publi-
caciones no son lo suficientemente expresivas de los actos a realizar puesto
que no contienen los requisitos esenciales para conocer la naturaleza de
los actos que fueron aprobados, ya que del documento presentado se infiere
que fue en la propia Junta cuando el socio presente con vulneración abso-
luta de los artículos 169.1 y 158 de la Ley de Sociedades Anónimas, sus-
cribió el cien por cien de la ampliación, haciendo omisión de los derechos
de preferente suscripción de los demás socios, ya que no se publicó el
plazo para suscribir que es como conoce el recurrente «un mes mínimo»
y como así reconoce los siete meses que se otorgan al único suscriptor
para desembolsarlo quien lo consuma el 16 de noviembre de 1998 y las
publicaciones llevan fecha de 25 del mismo mes, es decir nueve días después
del ejecutado acuerdo. 2. Que en lo referente al segundo defecto de la
nota, el derecho de suscripción preferente de los socios tiene carácter
imperativo y es, por tanto, de orden público. Que dicho derecho sólo puede
soslayarse por determinadas vías que no concurren en este caso y, por
tanto, conforme a los artículos 6.3 y 1.258 del Código Civil al atacar fron-
talmente normas imperativas, en concreto las citadas en la nota, convierten
el acto en nulo (artículo 48 de la Ley de Sociedades Anónimas). 3. Que
en cuanto al tercero punto de la nota de calificación, es reconocido como

tal defecto por el recurrente, y para mayor detalle en la nota se añade
que los preceptos infringidos, también imperativos, son los artículos 52
y 63 de la Ley de Sociedades Anónimas. Que, por último, desde el punto
de vista jurídico los actos contrarios a norma imperativa son radicalmente
nulos y por tanto, no susceptibles de prescripción sanatoria.

V

El recurrente se alzó contra la anterior decisión, manteniéndose en
sus alegaciones ya que no se ha procedido a dar una respuesta debidamente
fundamentada a lo alegado en el recurso de reforma.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 18.2 del Código de Comercio; 97, 158.1 y 2 y 165
de la Ley de Sociedades Anónimas, y 6, 165 y 166.2 del Reglamento del
Registro Mercantil.

1. Al estar la validez de los actos inscribibles en el Registro Mercantil
sujeta a calificación registral (cfr. artículos 18.2 del Código de Comercio
y 6 del Reglamento del Registro), la publicación de aquellos anuncios que
legalmente la condicionen también lo estará. Ahora bien, así como el núme-
ro, contenido o plazo de antelación de los mismos son fácilmente cali-
ficables, mayores problemas plantean la idoneidad de los medios a través
de los cuales se realiza. Si ninguna duda ofrece la inserción de los anuncios
en el «Boletín Oficial del Registro Mercantil» cuando es obligatoria, no
puede decirse lo mismos de la condición exigida a los diarios de ser «uno
de los diarios de mayor circulación en la provincia» (artículo 97 de la
Ley de Sociedades Anónimas que, aunque no precise a cual se refiere,
ha de entenderse que lo es en la del domicilio social), o «dos periódicos
de gran circulación en la provincia en que la sociedad tenga su domicilio»
(artículo 165 de la misma Ley). Una interpretación literal de la norma
resulta insuficiente pues faltan las pautas o criterios con arreglo a las
cuales pueda fijarse si concurre la condición exigida, por lo que habrá
de estarse, fundamentalmente, a la finalidad perseguida por el legislador
con la imposición de tales publicaciones que no es otra que asegurar,
en la medida de lo posible, la difusión del hecho objeto de publicidad.
Y sin negar de forma absoluta la posibilidad de que el Registrador aprecie
la insuficiencia del medio empleado en orden a la consecución de tal fin,
no puede aceptarse que sea un juicio puramente subjetivo, su opinión
sobre el particular, la que determine a efectos de inscripción registral
el rechazo de las publicaciones realizadas en diarios de difusión nacional.
Habrán de ser los tribunales quienes, de impugnarse por tal motivo el
acto a inscribir, y a la vista de las pruebas aportadas, se pronuncien sobre
tal cuestión.

2. El segundo de los defectos, por el contrario, ha de confirmarse.
La observancia de las garantías legalmente establecidas para posibilitar
el ejercicio del derecho de suscripción preferente de las nuevas acciones
emitidas —bien la publicación del anuncio de la correspondiente oferta,
bien, como en este caso era posible, la comunicación escrita dirigida por
los administradores a los accionistas y usufructuarios inscritos en el libro
registro de acciones nominativas (cfr. artículo 158.1 y 2 de la Ley de Socie-
dades Anónimas)— condiciona la validez de la ejecución del acuerdo y,
por tanto, ha de estar sujeta a la calificación registral, máxime si cabe
en un caso como éste en que el no-ejercicio de tal derecho supone para
el antiguo accionista quedar fuera de la sociedad. Y si bien es cierto,
como alega el recurrente, que no hay norma que así lo imponga de forma
directa, cabe perfectamente deducirlo de la exigencia del artículo 165 del
Reglamento del Registro Mercantil de que para la inscripción de aumentos
de capital conste en escritura pública no sólo el correspondiente acuerdo,
sino también los actos relativos a su ejecución, entre los que ha de enten-
derse comprendido el anuncio de la apertura del periodo de suscripción,
así como del apartado 2.2.o del artículo 166 del mismo Reglamento al
exigir la constancia de la renuncia al derecho de suscripción preferente,
que en este caso, en que la ejecución del acuerdo de aumento de capital
es anterior a la finalización del plazo que se había establecido para la
suscripción, parece ser la única vía a través de la cual se salvaría la validez
de tal acto.

Pero en todo caso la confirmación del defecto lo ha de ser con el
carácter de subsanable, en cuanto consiste en la falta de constancia de
unos hechos que perfectamente puede que se hayan producido.

3. El tercero y último de los defectos de la nota de calificación, por
último, no puede considerarse que haya sido propiamente objeto de recurso
pues el mismo recurrente reconoce la necesidad de introducir en los esta-
tutos sociales las modificaciones precisas para adecuarlos a la nueva forma
de representación de las acciones por títulos al portador, aunque pre-
cisando que, al igual que el anterior, es un defecto subsanable, extremo
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que en la nota queda un tanto confuso pues, si por un lado la inscripción
tan solo se suspende, por otro los defectos se califican de insubsanables.

Esta Dirección General ha acordado estimar parcialmente el recurso
revocando la decisión del Registrador en cuanto confirmó el primero de
los defectos de la nota y desestimarlo en cuanto al resto, si bien precisando
el carácter subsanable de los defectos.

Madrid, 5 de julio de 2001.—La Directora general de los Registros y
del Notariado, Ana López-Monís Gallego.

Sr. Registrador Mercantil de Badajoz.

16311 RESOLUCIÓN de 6 de julio de 2001, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por «Compañía Logista de Hidrocarburos
C.L.H, Sociedad Anónima», contra la negativa de la Regis-
tradora de la Propiedad de Valladolid número 5, doña
María José Triana Álvarez, a cancelar determinadas car-
gas, en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri-
bunales, don José Luis Moreno Gil, en representación de la «Compañía
Logista de Hidrocarburos C.L.H, Sociedad Anónima», contra la negativa
de la Registradora de la Propiedad de Valladolid número 5, doña María
José Triana Álvarez, a cancelar determinadas cargas, en virtud de apelación
del recurrente.

Hechos

I

Por escritura otorgada ante el Notario de Valladolid, don Francisco
Fernández-Prida Migoya, el 6 de junio de 1996, el «Banco Central His-
panoamericano, Sociedad Anónima» y la entidad «M. C., Sociedad Anó-
nima», concertaron un contrato de crédito en cuenta corriente hasta el
límite de 180.000.000 de pesetas con garantía hipotecaría sobre la finca
registral 3.133 del Registro de la Propiedad de Valladolid número 5. En
dicha escritura se estipuló que los intereses remuneratorios se incorpo-
rarán a la cuenta como partidas del debe, garantizando la hipoteca cons-
tituida la restitución, como máximo, de 271.255.500 pesetas que se des-
glosan en: 180.000.000 de pesetas de principal, tres años de intereses mora-
torios, hasta un máximo de 13,38 por 100, o sea, 72.255.500 pesetas y
18.000.000 de pesetas, como máximo de costas y gastos.

Ante el incumplimiento de la parte deudora, el acreedor insta ante
el Juzgado de Primera Instancia número 5 de Valladolid, procedimiento
ejecutivo del artículo 131 de la Ley Hipotecaria (número 98/97) por la
cantidad de 184.938.465 pesetas, incluyéndose en ella el principal, los
intereses remuneratorios, y otras cantidades en concepto de intereses
moratorios y costas, que sumando a la cantidad reclamada la liquidación
de intereses por importe de 18.159.570 pesetas hacen un total de
203.098.035 pesetas.

Como consecuencia del procedimiento ejecutivo anterior, declaradas
desiertas la primera y segunda subastas, por auto dictado por la Magis-
trada-Juez de Primera Instancia número 5 de Valladolid, el 28 de noviembre
de 1997, se adjudica la finca registral 3.133 a la «Compañía Logística de
Hidrocarburos C.L.H., Sociedad Anónima», por 203.000.000 de pesetas,
expidiéndose testimonio del auto de adjudicación y mandamiento de can-
celación de las cargas posteriores.

II

Presentado el testimonio de dicho auto en el Registro de la Propiedad
número 5 de Valladolid, fue calificado con la siguiente nota: «Calificado
el precedente documento, que se presentó el 27 de mayo de 1998, bajo
el asiento 338 del diario 18; tras examinar los antecedentes del Registro,
el Registrador que suscribe ha practicado la inscripción 4.a de la finca
registral número 3.133 del término municipal de Santovenia de Pisuerga,
en el folio 14 del tomo 1.501, libro 46, en virtud de la cual se ha practicado
la cancelación de la hipoteca objeto de la inscripción 2.a de dicha finca
a favor del «Banco Central Hispanoamericano, Sociedad Anónima». Al pro-
pio tiempo, ha sido extendida al margen de dicha cancelación nota de
afección fiscal por plazo de cinco años. En consecuencia, se tiene por
extinguido el derecho objeto de la inscripción cancelada —artículo 97 de
la Ley Hipotecaria—. Los asientos practicados quedan bajo la salvaguardia
de los Tribunales. No se ha practicado la cancelación de las demás cargas

que se ordenan en el precedente mandamiento por no resultar acreditado
del total importe reclamado, que cantidad corresponde al importe del saldo
resultante del cierre de la cuenta de crédito, y que cantidad corresponde
a los intereses de demora devengados una vez cerrada la cuenta, y cal-
culados a un tipo máximo de 13,38 por 100 anual, tipo máximo previsto
a efectos hipotecarios, teniendo en cuenta que la hipoteca se constituyó
en garantía de 180.000.000 de pesetas, importe de saldo resultante del
cierre de la cuenta de tres años de intereses moratorios, que a efectos
de determinar un máximo de responsabilidad hipotecaria por intereses
sólo quedarán garantizados hipotecariamente hasta un máximo del 13,38
por 100 anual que asciende a 72.252.000 pesetas y de 18.000.000 de pesetas
como máximo para costas, y teniendo en cuenta que sólo la parte del
crédito del actor que está garantizado con la hipoteca que se ejecuta puede
ser pagada con cargo al precio del remate. Resolución de 27 de julio de
1998. Contra la presente nota podrá interponerse recurso gubernativo ante
el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, en el plazo de cuatro
meses a contar desde su fecha, y en apelación, ante la Dirección General
de los Registros y del Notariado, de conformidad con el artículo 66 de
la Ley Hipotecaria y concordantes de su Reglamento. Respecto al estado
de cargas de la finca, se remitió a la Nota Simple que se expide a con-
tinuación.—Valladolid, 2 de junio de 1998.—El Registrador». Firma ilegible.

Por instancia suscrita el 8 de julio de 1998, por don Luis Valero Quirós
y ratificada por don Pedro Javier Recalde Sánchez, en nombre y repre-
sentación de la entidad recurrente, se solicita del señor Registrador de
la Propiedad, número 5 de Valladolid que aclare o rectifique la calificación
de fecha 2 de junio de 1998, dando lugar a la siguiente nota: «En relación
con la instancia precedente, suscrita el 8 de julio de 1998, por don Luis
Valero Quirós y ratificada ante mí por don Pedro Javier Recalde Sánchez,
que tuvo entrada en este Registro el 8 de julio de 1998, número de entrada
2.417, solicitando nota complementaria que aclare o rectifique la califi-
cación de fecha 2 de junio de 1998, extendida en el mandamiento expedido
el 15 de diciembre de 1997, por doña María Elena Estrada Rodríguez,
Magistrado-Juez de Primera Instancia número 5 de Valladolid, dimanante
de los autos de procedimiento judicial sumario número 98/1997, seguidos
en dicho Juzgado, por la presente procede a emitir la aclaración solicitada.
Mediante escritura autorizada el 6 de junio de 1996 por el Notario de
Valladolid don Francisco Fernández Prida Migoya, número 1.626 de su
protocolo, se concedió, por parte del «Banco Central Hispanoamericano,
Sociedad Anónima», a la entidad «M. C., Sociedad Anónima», un crédito
en cuenta corriente hasta el límite de 180.000.000 de pesetas. El men-
cionado crédito se reflejaría en la cuenta corriente que llevara el Banco
a nombre de la parte acreditada en su sucursal de Valladolid (......), oficina
de empresas, calle Menéndez Pelayo, 1, cuenta de crédito número (......),
—en lo sucesivo la cuenta de crédito— en la que se adeudarán las cantidades
de que disponga el titular de la misma y los intereses, comisiones y gastos
que origine la operación por todos los conceptos. En dicha cuenta de
crédito se abonarán las cantidades que al efecto entregue la parte acre-
ditada y los intereses que produzcan los saldos favorables a dicha acre-
ditada. Vencido el crédito por llegar el día previsto en la estipulación
«Vencimiento del Contrato» o por usar el Banco de las facultades reco-
nocidas en la estipulación «Vencimiento anticipado», el saldo resultante
del cierre de la cuenta de crédito devengará hasta su total cancelación
intereses de demora, sin necesidad de previo requerimiento, asimismo
y sin necesidad de previa reclamación aún cuando no haya vencido el
crédito, devengarán intereses de demora, los excedidos en cuenta, sin per-
juicio de lo convenido en la estipulación «vencimiento anticipado». El inte-
rés de demora se devengará diariamente liquidándose el día en que la
parte acreditada efectuara el pago o hubiera saldo disponible suficiente
en la cuenta de crédito, quedando en Banco autorizado para proceder
al oportuno adeudo en tal cuenta y ello sin perjuicio de la liquidación
que proceda que podía realizar en Banco a efectos de la reclamación judi-
cial. El tipo de interés de demora sería el resultante de añadir cinco puntos
al tipo de interés remuneratorio vigente al producirse la demora y ello
sin perjuicio y teniendo en consideración lo establecido en la estipulación
«constitución de hipoteca» en cuanto se establece un máximo de respon-
sabilidad hipotecaria por intereses de demora. En citada escritura se pro-
cedía por parte de «M. C., Sociedad Anónima», a constituir hipoteca a
favor del «Banco Central Hispanoamericano, Sociedad Anónima», sobre
la finca registral 3.133 de Santovenia de Pisuerga, en garantía de la res-
titución como máximo de 270.252.000 pesetas de los que corresponden:
180.000.000 de pesetas importe del saldo resultante del cierre de la cuenta
de crédito según lo prevenido en la estipulación «vencimiento del contrato»
o, en su caso, en la estipulación «vencimiento anticipado»; tres años de
intereses moratorios calculados conforme a lo dispuesto en la estipulación
tercera del contrato, si bien a los únicos y exclusivos efectos de determinar
un máximo de responsabilidad hipotecaria por intereses, éstos sólo que-
darán garantizados hipotecariamente hasta un máximo del 13,38 por 100


